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SENTENCIA   
 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de diciembre de 2021. 

I. 

 El 2 de diciembre de 2021, Triple-S Propiedad, Inc. (Triple-S, 

la aseguradora o la apelante) presentó un escrito que intituló 

Petición de Certiorari. En éste, solicitó que revoquemos una 

Sentencia Parcial emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (TPI), el 13 de octubre de 2021, notificada el 

14 de octubre de 2021.1 Mediante esta, resolvió que la aseguradora 

estaba obligada a pagar al Consejo de Titulares del Condominio Le 

Rivage (el Condominio o parte apelada) la cantidad de $242,927.39, 

la cual Triple-S reconoció que, como mínimo, procedía. En 

desacuerdo, Triple-S presentó una Moción de Reconsideración2. El 

TPI declaró “No Ha Lugar” dicha solicitud mediante Resolución del 4 

de noviembre de 2021.3   

 
1 Apéndice de la apelación, págs. 364-374. 
2 Íd., págs. 376-385. 
3 Notificada a las partes en esa misma fecha. Íd., págs. 411-412. 
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 El 7 de diciembre de 2021, emitimos una Resolución en la que 

resolvimos que, por tratarse de la revisión de una Sentencia Parcial, 

el recurso era una apelación y no una petición de certiorari. Además, 

concedimos a la parte apelada hasta el 3 de enero de 2022 para 

presentar su alegato en oposición. 

 El 9 de diciembre de 2021, el Condominio presentó su 

Oposición a Petición de Certiorari. Solicitó que confirmemos la 

Sentencia Parcial apelada. 

 Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

pormenorizaremos los hechos atinentes a la apelación. 

II. 

 El caso de marras tuvo su génesis en una demanda4 sobre 

incumplimiento de contrato, presentada por el Condominio el 12 de 

noviembre de 2019 contra Triple-S. En ésta, alegó que la 

aseguradora emitió la póliza de seguro comercial número 30-CP-

81090075-0 (la póliza) a favor del Condominio y la misma se 

encontraba vigente a la fecha del paso del huracán María por Puerto 

Rico. Adujo que la propiedad asegurada sufrió daños ascendentes a 

$2,695,367.63 a consecuencia del huracán. Por ello, presentó una 

reclamación ante Triple-S, a la cual le asignaron el número 

1349572. Arguyó que la aseguradora delegó en terceros el manejo 

de la reclamación. Sostuvo que dicho manejo fue inadecuado y 

resultó en la denegatoria de beneficios a los cuales tenía derecho el 

Condominio por virtud de la póliza. Por lo que, argumentó que 

Triple-S incumplió con los términos de la póliza y las disposiciones 

del Código de Seguros de Puerto Rico (Código de Seguros), Ley Núm. 

77 de 19 de junio de 1957, según enmendada.5  

 
4 Apéndice de la apelación, págs. 1-10. 
5 26 LPRA sec. 101 et seq. 
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 El 16 de enero de 2020, Triple-S presentó su Contestación a 

Demanda.6 En síntesis, arguyó que Triple-S cumplió con las 

disposiciones del contrato de seguros, del Código de Seguros, supra, 

el Reglamento y las directrices impartidas por el Comisionado de 

Seguros de Puerto Rico en el manejo de la reclamación. Por lo cual, 

solicitó al TPI que declara “No Ha Lugar” la demanda.  

 El 9 de septiembre de 2021, el Condominio presentó una 

Solicitud de Sentencia Sumaria Parcial.7 Además, incluyó los 

siguientes documentos: i) Copia de la póliza número 30CP-

81090075-08; ii) Carta enviada por Triple-S al Condominio, como 

acuse de recibo de la reclamación número 13495729; iii) Estimado 

de daños de Triple-S10; y iv) Copia de varias determinaciones del 

Tribunal Supremo y del Tribunal de Apelaciones en casos que 

envuelven la misma controversia que la del caso de autos11. En la 

solicitud, enumeró tres (3) hechos sobre los cuales arguyó que no 

existía controversia e hizo referencia a los anejos.  A base de estos, 

alegó que, el 3 de junio de 2020, la aseguradora le cursó un ajuste 

de la reclamación. Esgrimió que en éste la aseguradora reconoció 

que adeudaba $242,927.39 al Condominio y, por lo tanto, no existía 

controversia sobre dicha cuantía.  

En apoyo a sus argumentos, la parte apelada sometió copia 

de varias determinaciones del Tribunal Supremo y el Tribunal de 

Apelaciones emitidas en casos que presentan idéntica controversia 

que el caso que nos ocupa. Alegó que, conforme a éstos, las 

aseguradoras tenían que adelantar las sumas que reconocían 

inmediatamente y no hacerlo era una violación de mala fe a los 

términos de las pólizas y del marco estatutario vigente. Por lo que, 

 
6 Íd., págs. 11-38. 

7 Íd., págs. 39-223. 
8 Íd., págs. 50-203 
9 Íd., págs. 204-205. 
10 Íd., págs. 206-217. 

11 Íd., págs. 218-223. 
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solicitó al TPI que dictara sentencia sumaria y ordenara el pago 

inmediato de la cuantía reconocida por la aseguradora. 

 El TPI concedió un término de veinte (20) días a la 

aseguradora para replicar.12 En cumplimiento con lo ordenado, el 

28 de septiembre de 2021, Triple-S presentó una Oposición a 

Solicitud de Sentencia Sumaria Parcial, a la cual acompañó los 

siguientes documentos: i) Copia del acuse de recibo de la 

notificación de pérdida, enviado por la aseguradora al Condominio; 

ii) Confirmation-Receipt of Claim de la compañía Total Claims 

International, LLC; iii) carta dirigida a la Lcda. Alicia Pérez Caballero 

con fecha de 19 de junio de 2020.13 

En su escrito en oposición, alegó que los tres (3) hechos 

materiales enumerados por la parte apelada estaban en 

controversia. Arguyó que el correo electrónico remitido al 

Condominio no podía considerarse como el ajuste final de la 

reclamación toda vez que la cantidad podría cambiar luego de que 

culmine el descubrimiento de prueba y Triple-S concluya el proceso 

de investigación. Esgrimió que documento enviado al Condominio 

era un estimado preliminar de daños, limitado a restar el deducible. 

 Argumentó que existía controversia real sobre hechos 

materiales relacionadas al trámite de investigación y ajuste de la 

reclamación y, por consiguiente, en torno a la cuantía a la que 

pudiera tener derecho la parte apelada. En consecuencia, solicitó al 

TPI que declarara “No Ha Lugar” la solicitud de sentencia sumaria 

parcial. 

 En reacción, el Condominio presentó una Réplica a Oposición 

a Solicitud de Sentencia Sumaria Parcial.14 Alegó que la aseguradora 

no controvirtió los hechos enumerados en la solicitud de sentencia 

 
12 Íd., págs. 224-225. 
13 Íd., págs. 226-249. 
14 Íd., págs. 250-357. 
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sumaria. Adujo que no existía controversia con relación al hecho de 

que Triple-S reconoció la cantidad de $242,927.39 y procedía el 

pago inmediato de esta. Reiteró que así lo han resuelto el Tribunal 

Supremo y el Tribunal de Apelaciones en casos similares. 

 Luego de examinar los escritos de las partes, el TPI dictó la 

Sentencia Parcial apelada, en la que emitió siete (7) determinaciones 

de hechos incontrovertidos.15 Resolvió que, a tenor con lo resuelto 

en Carpets & Rugs v. Tropical Reps, 175 DPR 615 (2009), la 

aseguradora reconoció que: “(a) había cubierta bajo la Póliza y (b) 

procedía, como mínimo, el pago de la suma de $242,927.39 al 

Asegurado”. Concluyó que la suma reclamada por la parte apelada 

se componía de una parte líquida, correspondiente al ajuste u oferta 

de la aseguradora, y otra ilíquida, sobre la cual existía controversia. 

En consecuencia, ordenó a Triple-S emitir inmediatamente el pago 

por la suma de $242,927.39. 

 En desacuerdo, la aseguradora presentó una Moción de 

Reconsideración, en la que adujo que la interpretación de la norma 

establecida en Carpets & Rugs v. Tropical Reps, supra, fue 

incorrecta dado a la diferencia entre los hechos del citado caso y los 

del caso de epígrafe.16 Reiteró que el estimado enviado al 

Condominio no constituía un ajuste de la reclamación ni una oferta, 

debido a que no se confrontó el estimado con todos los términos, 

condiciones y exclusiones de la póliza. 

 El Condominio presentó Oposición a Moción de 

Reconsideración.17  Señaló que la aseguradora no citó ni una sola 

decisión emitida por algún Tribunal de Primera Instancia o por 

algún tribunal apelativo que reconociera razón o méritos a sus 

planteamientos. Por el contrario, la parte apelada argumentó que la 

 
15 Íd., págs. 364-374. 
16 Íd., págs. 376-385. 
17 Íd., págs. 396-405. 
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Sentencia Parcial es cónsona con los pronunciamientos de nuestro 

Tribunal Supremo en los casos Feliciano Aguayo v. MAPFRE, 2021 

TSPR 73, 207 DPR _____ (2021), y Carpets & Rugs v. Tropical 

Reps, supra. Por lo que, alegó que no procedía reconsiderar la 

Sentencia Parcial. 

 El TPI declaró “No Ha Lugar” la solicitud de reconsideración, 

mediante Resolución del 4 de noviembre de 2021.18 

  Inconforme, Triple-S presentó la apelación que nos ocupa e 

imputó al TPI los siguientes errores: 

 Primer error señalado: Erró el Tribunal de Primera 
Instancia al determinar que un estimado de daños al que 
meramente se le restó el porciento de deducible constituye 
una notificación de ajuste y oferta por concepto de la 
reclamación presentada por el asegurado a Triple-S, cuando 
de la prueba documental presentada ante su consideración 
no surge lo determinado. 
 
 Segundo error señalado: Erró el Tribunal de Primera 
Instancia al determinar que Triple-S “reconoció” que había 
cubierta bajo la Póliza de seguros emitida al Condominio 
como la procedencia de la cantidad de $242,927.39 que 
surge de un estimado de daños que no ha sido ajustado 
conforme a derecho, cuando de la prueba documental 
presentada ante su consideración no surge lo determinado. 
 

Tercer error señalado: Erró el Tribunal de Primera 
Instancia al determinar que la suma de la cantidad 
reclamada por el asegurado representa una parte líquida de 
la “deuda” que corresponde al ajuste u oferta de la 
aseguradora, quedando pendiente una suma ilíquida en 
controversia. 

 

La apelante argumentó que, contrario a la determinación del 

TPI, en este caso la aseguradora no cursó un ajuste final, ni una 

oferta al asegurado, conforme a los criterios del Código de Seguros, 

supra.19 Sostuvo que existía una diferencia entre un estimado y un 

ajuste final y dicha distinción constituía un asunto medular para 

determinar la procedencia del pago de la reclamación. Por tal razón, 

arguyó que el caso Carpets & Rugs v. Tropical Reps, supra, no 

aplicaba al caso de epígrafe. Arguyó que en dicho caso el Tribunal 

Supremo resolvió que una aseguradora no podía retractarse del 

 
18 Íd., págs. 411-412. 
19 26 LPRA sec. 101 et seq. 
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ajuste final notificado y aceptado por el asegurado, toda vez que 

constituía la posición institucional respecto a la reclamación. 

Esgrimió, que en este caso no hubo un ajuste final. Alegó que, 

“además de no tratarse del ajuste final de la [aseguradora], la suma 

que se reclama es una incierta que está en controversia”. 

Asimismo, el Condominio se opuso a que se revoque la 

determinación del foro recurrido. Alegó que Triple-S le notificó un 

ajuste de su reclamación en cumplimiento con el deber que le 

impone el Art. 27.162 del Código de Seguros, supra.20 Argumentó 

que la aseguradora hizo un planteamiento errado en derecho al 

intentar argüir que la obligación de Triple-S de investigar, ajustar y 

resolver la reclamación del Condominio dependía de alguna manera 

del transcurso del descubrimiento de prueba en el caso de epígrafe. 

Sostuvo que Triple-S no podía “evadir las consecuencias jurídicas 

de comunicar un ajuste a su asegurado en virtud de que el 

descubrimiento de prueba no ha culminado”. Alegó que tampoco 

procedía la solicitud de no realizar el pago a base de la mera 

posibilidad de que el Condominio de alguna forma incurrió en fraude 

en la tramitación de la reclamación. 

III. 

A. 

El mecanismo procesal de la sentencia sumaria surge de la 

Regla 36.1 de las de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 

36.1. El propósito de esta regla es facilitar la solución justa, rápida 

y económica de litigios civiles en los cuales no existe controversia 

real y sustancial de hechos materiales que no requieren ventilarse 

en un juicio plenario. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 

DPR 414, 430 (2013); Bobé v. UBS Financial, 198 DPR 6, 20 

(2017); Rodríguez García v. UCA, 200 DPR 929 (2018).  

 
20 26 LPRA sec. 2716b. 
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Mediante este mecanismo, una parte contra la cual se ha 

presentado una reclamación puede solicitar que el tribunal dicte 

sentencia sumaria de la totalidad de la reclamación o de parte de 

esta. De esta forma se promueve la descongestión de calendarios, 

así como la pronta adjudicación de controversias cuando la 

celebración de un juicio resulta en una dilación innecesaria. Vera 

v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 334-335 (2004). Sin embargo, el 

mecanismo de sentencia sumaria solo está disponible para la 

disposición de aquellos casos que sean claros; cuando el tribunal 

tenga ante sí la verdad de todos los hechos esenciales alegados en 

la demanda; y que solo reste por disponer las controversias de 

derecho existentes. PFZ Props. Inc. v. Gen Acc. Inc. Co., 136 DPR 

881, 911-912 (1994).  

El promovente de la solicitud de sentencia sumaria deberá 

demostrar que: (1) no es necesario celebrar una vista; (2) el 

demandante no cuenta con evidencia para probar algún hecho 

sustancial; y (3) procede como cuestión de derecho. R. Hernández 

Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico: Derecho Procesal Civil, 6ta. 

ed., San Juan, Lexisnexis, 2017, sec. 2615, pág. 317. 

Por su parte, la Regla 36.2 de las de Procedimiento Civil, 

supra, R. 36.2, dispone que la parte promovente deberá establecer, 

con prueba admisible en evidencia, que no existe controversia real 

respecto a hechos materiales de la controversia. Además, según la 

Regla 36.3 de dicho cuerpo de reglas, supra, R. 36.3, tendrá que 

desglosar, en párrafos numerados, los hechos respecto a los cuales 

aduce que no existe disputa, así como especificar la página o párrafo 

del documento que sirva de apoyo a su alegación.  

De otro lado, el promovido ante una solicitud de sentencia 

sumaria tiene el deber de controvertir la prueba presentada por la 

parte promovente de la moción. Este no puede descansar en meras 

aseveraciones o negaciones de sus alegaciones, sino que debe 
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proveer contradeclaraciones juradas y documentos que sustenten 

los hechos materiales en disputa. Regla 36.3 (c) de Procedimiento 

Civil, supra, R. 36.3; SLG Zapata Berríos v. JF Montalvo, supra, 

pág. 474; Ramos Pérez v. Univisión Puerto Rico, 178 DPR 200 

(2010); Cruz Marcano v. Sánchez Tarazona, 172 DPR 526 (2007). 

En otras palabras, “la parte opositora tiene el peso de 

presentar evidencia sustancial que apoye los hechos materiales 

que están en disputa”. León Torres v. Rivera Lebrón, 204 DPR 

20, 44 (2020). Por lo que, se requiere que la oposición a la moción 

de sentencia sumaria contenga:  

[U]na relación concisa y organizada, con una referencia a los 
párrafos enumerados por la parte promovente, de los hechos 
esenciales y pertinentes que están realmente y de buena fe 
controvertidos, con indicación de los párrafos o las páginas 
de las declaraciones juradas u otra prueba admisible en 
evidencia donde se establecen los mismos, así como de 
cualquier otro documento admisible en evidencia que se 
encuentre en el expediente del tribunal. Regla 36.3 (b) (2), 
supra, R. 36. (b) (2). 

 

Si la parte promovida no cumple con los requisitos impuestos 

por la mencionada regla, el tribunal podría resolver en su contra de 

entenderlo procedente. Regla 36.3 (c) de Procedimiento Civil, supra, 

R. 36.3 (c). Véase, además, Cruz Marcano v. Sánchez Tarazona, 

supra; SLG Zapata Berríos v. JF Montalvo, supra, y Ramos Pérez 

v. Univisión Puerto Rico, supra. 

Ahora bien, la moción de sentencia sumaria debe resolverse 

conforme al derecho sustantivo aplicable, y si de las propias 

alegaciones, admisiones o declaraciones juradas surge alguna 

controversia, no procede disponer del asunto sumariamente. Ortiz 

v. Holsum de P.R., Inc., 190 DPR 511, 525 (2014). En este sentido, 

al evaluar los documentos presentados por las partes, el tribunal 

deberá utilizar el principio de liberalidad a favor del opositor de la 

moción. Ramos Pérez v. Univisión de P.R, supra, págs. 216-217.  

El tribunal no debe dictar una sentencia sumaria si no está 

convencido de que no existe una posibilidad razonable de que 
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escuchar lo que lee no podrá conducirlo a una decisión a favor de 

esa parte. De haber dudas sobre la existencia de controversias de 

hechos materiales, deberán resolverse a favor de la parte que se 

opone a la moción de sentencia sumaria. Meléndez González et al. 

v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 138 (2015). Esto, con el propósito de 

evitar que una de las partes se vea impedida de ejercer su día en 

corte. Íd. 

De otra parte, en Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 

supra, el Tribunal Supremo estableció el estándar que el Tribunal 

de Apelaciones debe utilizar para revisar una denegatoria o 

concesión de una moción de sentencia sumaria. Resolvió que: “[e]l 

Tribunal de Apelaciones se encuentra en la misma posición del 

Tribunal de Primera Instancia al momento de revisar solicitudes de 

Sentencia Sumaria”. Íd., págs. 21-22. La revisión que realice el foro 

apelativo deberá ser de novo y estará limitado a solamente adjudicar 

los documentos presentados en el foro apelado. Vera v. Dr. Bravo, 

supra, págs. 334-335. Todas las inferencias permitidas deberán ser 

a favor de la parte oponente a la moción de sentencia sumaria, de 

forma que se evalúe el expediente de la manera más favorable hacia 

dicha parte. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 

118. Además, deberá constatar que las partes cumplan con los 

requisitos de forma que establece la Regla 36 de las de 

Procedimiento Civil, supra, tanto en la moción de sentencia sumaria, 

como en la oposición, y deberá revisar si existen hechos materiales 

en controversia. Íd. Si existiesen, el foro apelativo tendrá que 

exponer los hechos que se encontraron en controversia y los que no, 

conforme a la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, supra, R. 36.4. Si 

el Tribunal Apelativo no encuentra hechos controvertidos, deberá 

revisar de novo si el foro inferior aplicó correctamente el derecho. 

Íd., pág. 119. 
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B. 

Por otro lado, es norma reiterada que la industria de seguros 

está revestida del más alto interés público. Feliciano Aguayo v. 

MAPFRE, supra; Jiménez López et al. v. SIMED, 180 DPR 1, 8 

(2010); PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., 136 DPR 881, 901 

(1994). En varias ocasiones, el Tribunal Supremo ha señalado que 

el alto interés público se debe “al papel que juega en la protección 

de los riesgos que amenazan la vida o el patrimonio de los 

ciudadanos” y a “la extraordinaria importancia que juegan los 

seguros en la estabilidad de nuestra sociedad”. Rivera Matos, et al 

v. Triple-S et al., 204 DPR 1010, 1019 (2020); R.J. Reynolds v. 

Vega Otero, 197 DPR 699, 706 (2017) (citando a Natal Cruz v. 

Santiago Negrón et al., 188 DPR 564, 575 (2013)). 

El Código de Seguros, supra, es el estatuto que determina 

cómo debe realizarse una oferta para que sea válida. En ese sentido, 

el Código dispone que la oferta que realice una aseguradora debe ser 

el resultado de un ajuste rápido, justo y equitativo, y por una 

cantidad razonable de acuerdo con el derecho del reclamante. Art. 

27.161 del Código de Seguros, incisos (6) y (8).21 Asimismo, el 

Reglamento del Código de Seguros, establece que:  

Cualquier comunicación sobre pago, transacción u oferta 
de transacción de los beneficios a un asegurado reclamante 
en la cual no se incluya todas las cantidades que deban ser 

incluidas de acuerdo con la reclamación radicada por el 
asegurado reclamante, que esté incluida dentro de los límites 
de la póliza, e investigada por el asegurador, podrá ser 
considerada como una comunicación que hace una falsa 
representación de las disposiciones de una póliza. 
(Subrayado nuestro). Art. 4, inciso(b), de la Regla XLVII del 
Reglamento del Código de Seguros, Reglamento 2080 del 6 
de abril de 1976.  

 

En otro extremo, el Art. 1123 del Código Civil de Puerto Rico 

de 1930 establecía que: “cuando la deuda tuviere una parte líquida 

y otra ilíquida, podrá exigir el acreedor y hacer el deudor el pago de 

 
21 26 LPRA sec. 2716a. 
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la primera sin esperar a que se liquide la segunda”.22 Una deuda es 

líquida cuando la cuantía de dinero debida es cierta y determinada. 

Ramos de Szendrey v. Colón Figueroa, 153 DPR 534 (2001). A su 

vez, se considera que la deuda es exigible cuando la obligación no 

está sujeta a ninguna causa de nulidad y puede demandarse su 

cumplimiento. Guadalupe v. Rodríguez, 70 DPR 958 (1950).  

En cuanto a los pagos parciales o adelantos, el Código de 

Seguros dispone que: 

(d) La aceptación de un pago parcial o en adelanto por 
el asegurado reclamante no constituirá, ni podrá ser 
interpretado, como un pago en finiquito o renuncia a 
cualquier derecho o defensa que éste pueda tener sobre los 
otros asuntos de la reclamación en controversia que no estén 
contenidos expresamente en la declaración de oferta de pago 
parcial o en adelanto. 

  
(e) El pago parcial o en adelanto no constituirá una 

resolución final de la totalidad de la reclamación con arreglo 
a los Artículos 27.162 y 27.163 de este Código.23  

 

Recientemente, el Tribunal Supremo expresó en Feliciano 

Aguayo v. MAPFRE, supra, que: 

El citado Art. 27.166 del Código de Seguros también 
fue incorporado como consecuencia del paso del Huracán 
María para manejar las reclamaciones pendientes y ordenar 
a los aseguradores de la propiedad a “emitir pagos parciales 
o en adelantos al asegurado o reclamante luego de un evento 
catastrófico de las partidas que no estén en controversia y 
para otros asuntos relacionados”. Lo anterior, con el 
propósito de “estimular pagos a los asegurados o 
reclamantes afectados para que puedan comenzar los 
arreglos para la reconstrucción o reparación de sus 
residencias y para iniciar la operación de los comercios, 
ayudando así a reactivar nuestra economía con mayor 
prontitud”. 

IV. 

 En el caso de marras, Triple-S imputó al TPI tres (3) errores 

Por estar estrechamente relacionados, los discutiremos en conjunto. 

Nos corresponde resolver si el TPI erró al determinar que el estimado 

de daños que Triple-S remitió al Condominio constituía un informe 

de ajuste y, por consiguiente, procedía el pago de $242,927.39. 

 
22 31 LPRA ant. sec. 3173. Tomamos conocimiento judicial de que el Código Civil 

de 1930 fue derogado el 28 de noviembre de 2020 mediante la Ley Núm. 55-

2020 que estableció el nuevo Código Civil de Puerto Rico. No obstante, la 
versión derogada era la que se encontraba vigente al momento de la 

controversia de autos. 
23 26 LPRA sec. 2716f. 
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 Tras un análisis objetivo, sereno y cuidadoso del expediente 

del caso, resolvemos que las determinaciones de hechos 

consignadas en la Sentencia Parcial no están en controversia. Las 

mismas están apoyadas en los documentos que obran en autos. Por 

lo cual, las hacemos formar parte de la presente sentencia. Estas 

son: 

1. Triple-S emitió la póliza de seguro de propiedad comercial 

número 30-CP-81090075-0 (la “Póliza”) a favor del 

Consejo de Titulares del Condominio Le Rivage. 

2. La Póliza estaba vigente del 20 de diciembre de 2016 al 

20 de diciembre de 2017. 

3. Bajo la Póliza, la “Propiedad Cubierta” incluye la 

propiedad localizada en la #15 Calle Marseilles t, San 

Juan, Puerto Rico 00907. 

4. El huracán María pasó por Puerto Rico en septiembre de 

2017. 

5. Para la fecha en que el huracán María pasó por Puerto 

Rico, la referida Póliza estaba vigente. 

6. El 4 de octubre de 2017, el Asegurado presentó una 

notificación de pérdida solicitando cubierta bajo la Póliza 

por los daños que el huracán María causó a la Propiedad 

Asegurada. A dicha notificación Triple-S le asignó el 

número de reclamación 1349572. 

7. Luego de llevar a cabo el ajuste correspondiente al 

deducible contenido en la póliza de seguro, Triple-S 

notificó al Asegurado el estimado de daños por la suma 

de $242,927.39. 

En vista de los hechos incontrovertidos, procedemos a 

resolver si el TPI aplicó correctamente el derecho. 

De los hechos incontrovertidos, resulta palmario que la suma 

reclamada por la parte apelada incluye una parte líquida y otra 

ilíquida. El estimado de daños que Triple-S envió a la parte apelada 

incluyó el ajuste correspondiente a las propiedades descritas en el 

mismo, según la información que la aseguradora tenía hasta ese 

momento. El informe de ajuste o estimado de daños fue por la 

cantidad de $242,927.39. Por consiguiente, esa suma es una 

cuantía de dinero cierta y determinada que no está sujeta a alguna 

causa de nulidad y representa la parte líquida de la reclamación. 

Nuestra determinación es consistente con lo resuelto por varios 
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paneles de este Tribunal ante controversias idénticas a las del caso 

de marras.24  

Contrario a lo argumentado por la aseguradora, el proceso de 

ajuste y de manejo de la reclamación no puede estar sujeto al 

descubrimiento de prueba. Más bien, corresponde a la aseguradora 

cumplir con las disposiciones del Código de Seguros al investigar y 

hacer el informe de ajuste o estimado de daños de la reclamación. 

Triple-S está impedida de impugnar u ofrecer una cantidad menor 

a la que reconoció en el estimado de los daños que notificó, dado 

que fue ésta misma quien concluyó que esa era la cantidad a la cual 

tenía derecho la parte apelada. No puede pretender ahora otra 

conclusión. Ello equivaldría a ir en contra de sus propios actos. 

Por otro lado, el informe de ajuste o estimado de daños es 

equivalente a una oferta de transacción o postura de negociación. 

Carpets & Rugs v. Tropical Reps, supra, pág. 635. En ese tenor, 

la aseguradora no puede retractarse del informe de ajuste o 

estimado de daños que realizó; distinto sería si se considerase dicho 

informe de ajuste o estimado de daños como una oferta típica de 

otras disputas en un área distinta a la de seguros. Íd. Triple-S no 

puede ahora denegar partidas que en su informe de ajuste o 

estimado de daños consideró procedentes. Íd., pág. 636. Se trata de 

una suma reconocida por Triple-S. Como expresó el Tribunal 

Supremo en Carpets & Rugs v. Tropical Reps, supra, pág. 636: 

“Lo que de forma alguna es permisible es que un asegurador, ante 

un reclamo judicial de su asegurado, deniegue partidas que en su 

ajuste inicial entendió procedentes, en ausencia de fraude u otras 

circunstancias extraordinarias que lo ameriten”. A esos efectos, el 

 
24 Véase, por ejemplo, Judith González Cruz v. MAPFRE Pan American 

Insurance Company, KLCE202001033; Luis Francisco Arroyo, Evelin 

Santos Ortiz, Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos v. 

MAPFRE Praico Insurance Company, KLCE202001099; Asociación de 
Residentes del Condominio The Clusters v. One Alliance Insurance 

Corporation; Aseguradoras A, B, C; Codemandados Desconocidos X, Y, Z, 
KLAN202100511. 
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estimado de daños se considera parte de la obligación de Triple-S de 

resolver finalmente la reclamación de la parte apelada. Íd., pág. 639. 

 A tenor con lo anterior, el TPI actuó correctamente al 

determinar que el estimado de daños constituyó un informe de 

ajuste y el Condominio tiene derecho al pago de la parte líquida sin 

necesidad de esperar a que se dilucide en juicio la suma sobre la 

que existe controversia. Las determinaciones de hechos emitidas por 

el TPI son esencialmente correctas y permiten disponer del asunto 

en cuanto al pago de la cuantía líquida adeudada en esta etapa el 

litigio.  Dicho pago no dispone de la totalidad del caso ni constituye 

un pago en finiquito. El TPI no cometió los errores imputados. 

V. 

 Por los fundamentos expuestos, se confirma la Sentencia 

Parcial apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La Jueza Cintrón Cintrón disiente sin 

opinión escrita. 

 

 
 
                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


